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Procede la Sala a decidir la impugnación frente a la sentencia dictada el 19 de mayo del año que avanza, por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, interpuesta por la Dirección Nacional de Derecho de Autor, en esta acción de tutela que en su contra, promovió Luisa Fernanda Sánchez Restrepo.
ANTECEDENTES

Con el fin de lograr la protección de su derecho fundamental “de Información”,  Luisa Fernanda Sánchez Restrepo, actuando en su propio nombre, presentó esta demanda contra la Dirección Nacional de Derecho de Autor, de quien denuncia su trasgresión.

Dio cuenta de la naturaleza jurídica de la parte accionada y de la potestad jurisdiccional de la que está investida conforme a lo previsto en el artículo 24 de la Ley 1564 de 2012; señaló que a finales del mes de febrero de 2016, el Tribunal Administrativo de Risaralda dictó sentencia dentro de una demanda de acción de cumplimiento que se había presentado contra la misma entidad acá accionada, en la que se discutía si podía o no, ejercer ilimitadamente las respectivas funciones jurisdiccionales otorgadas por la precitada normativa; el fallo fue favorable a la respectiva entidad, pero fue apelado y, en consecuencia, concedida como fue la alzada, no quedó en firme la decisión; a pesar de ello, la Dirección Nacional de Derecho de Autor, viene informando en su página de internet que la sentencia resultó favorable a sus intereses, sin informar al público que está pendiente la impugnación. 
Pidió, por tanto, que se ordenara a la parte demandada garantizar su derecho “…publicando una nota donde aclare que la información objeto de esta acción no es sobre una decisión judicial definitiva, porque por haber sido apelada corre el riesgo de ser revocada”.
Radicada la competencia en el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, se admitió la acción y se corrió traslado para que se ejerciera el derecho de defensa, a la vez que decretó una prueba de oficio (f. 14, c. 1). Recolectada y sin pronunciamiento de la accionada, según se dijo, sobrevino el fallo de primer grado que concedió el amparo y le ordenó a la Dirección Nacional de Derechos de Autor que procediera a corregir en su página web la información difundida en relación con el fallo proferido por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda, dentro de la acción de cumplimiento promovida por Jorge Alonso Garrido Abad contra esa entidad, “en el sentido de que el fallo no se encuentra en firme puesto que fue impugnado por el accionante.”. 

Para así decidir, se hizo alusión a los artículos 15 y 20 de la Constitución Nacional y a que el veredicto del que se hace referencia fue divulgado en la página de internet de la accionada, sin hacer la salvedad acerca de que el mismo fue objeto de apelación y se encuentra en curso ante el Consejo de Estado, con lo cual se vulneró el derecho a la información veraz e imparcial de que trata el citado artículo 20.

Luego de ello, en una curiosa decisión, con providencia del 23 de mayo se reveló que mediante comunicación telefónica la demandada dio a conocer que sí habían dado respuesta al libelo al correo electrónico del despacho; que en efecto, se corroboró esa situación y que, por consiguiente, se procedería a adicionar el fallo, como se hizo, en los términos que adelante se indicarán.
En esa contestación se señaló que solo hasta el 29 de abril del presente año se tuvo conocimiento de la impugnación interpuesta contra la sentencia allí proferida y procedieron a modificar la publicación del caso para registrar lo concerniente, esto es, que ese fallo fue apelado y se encuentra pendiente de resolver por parte del Consejo de Estado, es decir que hay un hecho superado. 
En el pronunciamiento del 23 de mayo anunciado, decidió el Juzgado adicionar la sentencia del día 19 anterior, “incluyendo la contestación de la Acción de Tutela, allegada a través de correo electrónico por la entidad accionada…, teniéndola como oportuna y modificar el numeral 5.2., en el sentido de ordenar en el evento de que no lo haya hecho a la entidad accionada corregir su página de internet o WEB la información difundida respecto del fallo proferido por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda…”; esto, porque estimó que como solo el 12 de mayo de 2016 la accionada hizo la corrección del caso en la página web, como se desprendía del pantallazo arrimado por la misma accionada, no se podía declarar superado el hecho, dado que la gestión se produjo por virtud de la promoción de la acción de tutela.
Esa decisión dejó inconforme a la demandada que la impugnó con asiento en que hubo por parte del despacho judicial de primer grado violación a los derechos de defensa, contradicción y debido proceso, pues, desde que se notificó la iniciación del trámite de tutela, se procedió a realizar la corrección del caso, hecho ocurrido el 12 de mayo, lo que se ve reflejado en la respuesta brindada e insistió en que se configuró el hecho superado.

CONSIDERACIONES

La acción de tutela fue concebida como un mecanismo ágil y expedito, que le permite a toda persona reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera que ellos resulten violados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



En uso de tan especial herramienta, Luisa Fernanda Sánchez Restrepo, acudió en procura del amparo del derecho fundamental a la información que halló lesionado por parte de la Unidad Administrativa Especial, Dirección Nacional de Derecho de Autor DNDA, a la postre protegido, toda vez que en su página web da a conocer que dentro de una demanda de acción de cumplimiento iniciada en su contra se profirió sentencia en su favor por parte del Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda en el mes de febrero de 2016, presentándola con apariencia de ser una decisión definitiva, sin serlo, ya que contra ese fallo se interpuso recurso de apelación que fue concedido para ante el Consejo de Estado, lo que quiere decir que carece de firmeza. 
Se dijo que el amparo fue concedido habida cuenta de que el derecho a informar no es absoluto y, en tal virtud, se viola el principio de veracidad cuando se presentan hechos como ciertos y definitivos, gracias a una comunicación imprecisa y carente de claridad. 
La accionada protestó el fallo, pues insiste en que el hecho quedó superado al adicionar la información contenida en su página web, sobre la existencia del recurso de apelación contra la mentada decisión del Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda. 
La Sala, sin embargo, ve las cosas desde una perspectiva diferente. Es que, si bien el derecho a la información cobija una serie de matices desarrollados por la Corte Constitucional
 en torno al artículo 20 de la Carta Superior, imposibles de soslayar, antes de establecer si se superó o no el hecho, como lo pide la impugnante, o de resolver si se concedía la protección, según lo hizo el juzgado, ha debido acreditarse por parte de la demandante, interesada en la actualización de la información, que con anteriodad a la promoción de esta acción, solicitó al ente accionado que procediera a rectificar la que reposaba en su página virtual, porque no acompasaba con la realidad, tal como lo permite el artículo 6° de la Ley 1266 de 2008. 

Y esto es relevante, toda vez que no podría, en el caso concreto, conminarse por la vía constitucional a La Dirección Nacional de Derecho de Autor a corregir una información que se estima incompleta o inexacta, sin antes concederle la oportunidad de que revise si en verdad está incurriendo en esas imprecisiones. Solo así, ante la negligencia, se abriría el camino para acudir al juez constitucional. 
Así lo tiene dicho la jurisprudencia, que ha expresado que: 

  


…Estableció esta Corporación las siguientes premisas, que posteriormente serían reglas constantes de su jurisprudencia sobre el derecho de rectificación: (i) El derecho a la información, como lo ha subrayado la jurisprudencia, es de doble vía, con lo cual se quiere significar que puede ser reclamado tanto por el sujeto activo como por los sujetos pasivos de la relación informativa, es decir, por quien emite las informaciones y por quien las recibe. Este último puede exigir que le sean suministradas con veracidad e imparcialidad y aquél, por la misma razón, tiene a su cargo los deberes correlativos, (ii) del lado del receptor, la garantía del derecho a la información implica que ésta sea cierta –verdadera y sustentada en la realidad-, objetiva –su forma de presentación no es sesgada, pretenciosa o arbitraria- y oportuna –entre los hechos y su publicación existe inmediación, es decir, que entre el hecho y la información no medie un tiempo amplio en el que la noticia pierda interés o incidencia-, … y (iv)  la solicitud previa de rectificación como requisito de procedibilidad de la acción de tutela … 
   


[…] Por tanto, la única exigencia que se requiere cumplir para que proceda instaurar la acción de tutela es que el demandante haya solicitado previamente al medio informativo la rectificación de los datos publicados... Ello por cuanto se parte de la presunción de que el medio ha actuado de buena fe, lo que implica que se le ha de brindar la oportunidad de corregir la información divulgada…

En este evento, lo que se observa es que la demandante pasó por alto esa exigencia previa y acudió de manera inmediata a la judicatura, para procurar remediar lo que estima una acción trasgresora de parte de la Dirección Nacional de Derecho de Autor, con olvido de la característica de subsidiariedad o residualidad que es propia de esta acción. De manera que de por medio estaba la causal de improcedencia de que trata el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991. 
Así ha debido declarase por el Juzgado y, en consecuencia, se revocará el fallo para proceder en la forma indicada. 
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia proferida el 19 de mayo, dictada por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, en esta acción de tutela que Luisa Fernanda Sánchez Restrepo, instauró contra la Dirección Nacional de Derecho de Autor.

En su lugar, se declara improcedente el amparo impetrado.

Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito. Oportunamente envíese el expediente a la Corte Constitucional para lo de su eventual revisión.
A su regreso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

  CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
         DUBERNEY GRISALES HERRERA 

           Con ausencia justificada

   
� Sentencias T-403/92; T-1000/00; T-537/05, por citar solo algunas, a cuya lectura se remite en gracia de la brevedad.


� Sentencia T-040/13. Asimismo, puede consultarse la T-256/13, entre otras.
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